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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante José Carlos Cardoso. 


MIEMBROS: — Señores Representantes Alfredo Asti, Pablo D. Abdala, Gustavo Bernini, Germán Cardoso, 
Jorge Gandini, Gonzalo Mujica, Andrés Lima, Pablo Pérez González, Iván Posada y 
Alejandro Sánchez. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Richard Sander y Horacio Yanes. 


ASISTE: Señor Representante Yerú Pardiñas. 


INVITADOS: El señor Catedrático en Derecho Administrativo, Juan Pablo Cajarville. 


SEÑOR PRESIDENTE (José Carlos Cardoso).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir al doctor Juan Pablo Cajarville, Catedrático de Derecho 
Administrativo. 


Vamos a dar ingreso formal a los veintisiete sustitutivos presentados por el señor Diputado Mujica en nombre 
de la bancada de Gobierno. Se trata de modificaciones al proyecto de ley relativo a los Contratos de 
Participación Público-Privada, a estudio de esta Comisión. 


El doctor Cajarville ya concurrió a esta Comisión exponiendo sus puntos de vista en cuanto al proyecto. 
Luego se le efectuaron modificaciones por lo que algunos legisladores entendieron que era conveniente 
conocer nuevamente su opinión. Concretamente, el señor Diputado Posada planteó la necesidad de invitarlo 
una vez más. 


SEÑOR CAJARVILLE.- Agradezco esta nueva invitación para brindar mi opinión sobre las 
modificaciones introducidas al proyecto de Contratos de Participación Público-Privada. 


He visto con satisfacción que algunas de las observaciones que formulé fueron atendidas, pero al mismo 
tiempo observo con preocupación que con otras no ocurrió lo mismo y, en mi opinión, no son menos 
importantes. 


Voy a seguir el orden del articulado, haciendo los comentarios que me merecen y, al igual que en la 
comparecencia anterior, pido a los señores Representantes que me interrumpan cuando algo no les quede 
claro. 


Creo que el artículo 1* ha sido mejorado considerablemente. Se han suprimido los pasajes que yo había 
observado. La única acotación que deseo realizar es que lo que resta de la redacción original no tiene ningún 
contenido normativo. De manera que perfectamente podría suprimirse sin que se produzca ninguna 
modificación sustancial, ya que es, prácticamente, el título de la ley. Por lo tanto, tal como está redactado 
ahora, el proyecto podría comenzar en el artículo 2”. 


El artículo 2” ha sido modificado sustancialmente. Contiene una definición de los contratos de participación 
público-privada, es decir, en qué hipótesis son aplicables 


La única observación que me merece está en la mitad del primer inciso, cuando se dice "una actuación global 
e integrada". Pese al prestigio que le confiere su fuente está tomada de la ley española vigente, en mi opinión 
es una expresión sin contenido jurídico ni económico; no tiene un contenido conceptual que la justifique. No 
aclara nada del resto del artículo; no tiene una significación definida. Podría suprimirse y establecerse, por 
ejemplo, que el contrato es aquel por el cual se encarga a una persona de derecho privado por un período 
determinado "el diseño, la construcción, el mantenimiento y la operación de infraestructura o alguna de 
dichas prestaciones, además de la financiación". Creo que de esta manera se define adecuadamente el 
contenido de este contrato y cuándo es aplicable esta ley. La existencia de la expresión "una actuación global 
e integrada" no aclara en nada y su supresión no perjudica la inteligencia del artículo. 


Por su parte, el artículo 3” también ha sido sustancialmente modificado; creo que ha sido mejorado 
considerablemente. Tiene un problema lógico jurídico y es que comienza definiendo en forma afirmativa y 
luego negativa. Esta no es una buena técnica porque puede llevar a incoherencias. ¿Qué pasa con lo que no 
está enunciado en forma afirmativa ni excluido por la negativa? ¿Cómo se deben interpretar esas situaciones? 
Ese doble punto de vista en la enunciación nunca es conveniente y puede ser fuente de dificultades. 


A pesar de esta objeción genérica, me parece que es adecuada la enunciación negativa del cuarto inciso, que 
comienza diciendo: "En ningún caso, los contratos de Participación Público-Privado podrán incluir:[...]". En 
este caso creo que es efectivamente aclaratorio porque se refiere a materias en las que en principio esos 
contratos son admisibles, pero se excluyen determinados aspectos. Creo que en este caso es conveniente esa 
enunciación negativa. 


Subsisten exclusiones que yo critiqué en mi intervención anterior y a las que sigo sin encontrarles razón. En 
el inciso siguiente se expresa: "Se exceptúan de este régimen de contratación los cometidos cuya prestación 
se comete al Estado en forma exclusiva, así como la explotación de los monopolios establecidos por ley a 
favor de éste". Si estamos partiendo de la base de que estos contratos se refieren necesariamente a 
infraestructura, no veo por qué se debe exceptuar su aplicación en infraestructuras que se refieran a 
actividades que solo el Estado puede cumplir como, por ejemplo, la defensa nacional o la seguridad interior. 
No veo la razón para excluir la aplicación de esta figura en la infraestructura relativa a esos cometidos. La 
exigencia de que sea en la infraestructura, está en la definición general del contrato; siempre se refiere a 
infraestructura. Lo mismo cabe decir de aquellas actividades que estén monopolizadas por una entidad del 
Estado. Por qué excluir la aplicación de esta figura cuando se refiere a infraestructuras de actividades 
monopolizadas, no al cumplimiento de la actividad monopolizada. ¿Por qué excluirlo para las 
infraestructuras del monopolio? Hoy es difícil encontrar actividades monopolizas por el Estado; la clásica es 
el monopolio de ANCAP en la importación de petróleo crudo y su refinación. Yo me pregunto ¿por qué 
excluir la aplicación de esta figura, por ejemplo, en la infraestructura de refinería de petróleo de ANCAP? 


SEÑOR ABDALA.- No pretendo erigirme en intérprete de un proyecto que no es mío. Pregunto al 
doctor Cajarville si la explicación no estaría dada más allá de la valoración que se pueda tener porque 
el objeto de los contratos se refiere a la construcción de las infraestructuras, pero también a su 


operación. Eventualmente, por esa vía podamos incurrir en una afectación de la exclusividad que la ley 
le consagra al Estado a través del monopolio de determinadas actividades. 


SEÑOR CAJARVILLE.- El señor Diputado tiene razón. Habría que excluir solamente la operación y 
no, por ejemplo, la construcción o financiación de infraestructuras. Entonces, habría que excluir la 
operación pero no veo por qué las otras operaciones posibles. 


SEÑOR ASTI.- Entendemos que este inciso refiere a exceptuar los cometidos. Obviamente que los 
cometidos del Estado no son la construcción de infraestructura de Defensa Nacional ni de Justicia. 
Entre otras cosas ponemos que una de las administraciones que puede utilizar es el Poder Judicial, por 
lo tanto, no estamos pensando en la infraestructura. Establecemos qué servicios no pueden ser 
incluidos dentro de un contrato de participación público privado, aunque tal vez pueden resultar 
obvios. Simplemente reafirmamos de modo enunciativo los cometidos que exclusivamente puede 
realizar el Estado, como Defensa, Justicia y aquellos que están monopolizados. Pero nos referimos a los 
cometidos, no a la infraestructura. 


Inclusive, en el literal b) del segundo párrafo del artículo 3” cuando nos referimos a infraestructura 
energética, se hace mención a dos leyes en las que se habla del monopolio del Estado. Pero lo que no esté 
incluido en esas leyes como exclusivo del Estado construcción de infraestructura y, eventualmente, la 
financiación, creemos que sí puede ser objeto de este tipo de contratos. 


SEÑOR CAJARVILLE.- No creo que debamos discutir ahora si existe monopolio en el aspecto 
energético, porque quizás hoy la generación no es exclusiva del Estado. 


Por otro lado, estoy totalmente de acuerdo con lo manifestado por el señor Diputado Asti; si ese es el sentido 
del inciso, estoy totalmente de acuerdo, pero creo que eso no es lo que dice, porque tal como está redactado 
se exceptúa de este régimen de contratación a los cometidos como tales. Por tanto, si es así, caeríamos en lo 
que manifestó el señor Diputado Abdala, y lo que habría que excluir es la operación. Como está redactado 
ahora, por ejemplo, no se podría utilizar este contrato para una infraestructura de defensa nacional; así como 
está redactado, el cometido de defensa nacional como tal queda excluido, así como también el cometido del 
mantenimiento del orden, salvo en las cárceles, ya que creo que esto sigue previsto especialmente. Reitero 
que estoy totalmente de acuerdo con el sentido de la exclusión, pero entiendo que eso no es lo que dice el 
artículo, por lo que considero que debería aclararse. 


En mi comparecencia anterior realicé una observación, que es menor, al inciso siguiente, y es que se enuncia 
a Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y Entes de Enseñanza Pública, y estos últimos, en realidad, 
son Entes Autónomos, por lo que es una enunciación redundante. Por supuesto, se trata de una observación 
menor, ya que no encuentro ninguna dificultad interpretativa. 


En el artículo 9” hay algo que yo cuestioné con bastante énfasis en mi comparecencia anterior, y es el 
establecer a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto cometidos de administración activa, como es, sin duda, 
el que aquí se le atribuye. En otro artículo cuestioné lo mismo; no recuerdo cuál era, pero en ese artículo 
parecía conferírsele a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto el autorizar este tipo de operaciones, lo cual 
fue corregido adecuadamente. Por lo tanto, tal como está redactado actualmente ese artículo al cual no me 
voy a referir porque ahora no tengo objeciones que formular, la participación de la OPP es adecuada a su 
naturaleza constitucional. Pero en este al que estoy haciendo referencia otra vez se le atribuye un cometido de 
administración activa a esta Oficina que, por definición constitucional, es una institución pública que tiene 
como cometido asesorar al Poder Ejecutivo. Por esta razón no puede tener cometidos de administración 
activa, porque eso significa excluir a los sectores que se encomiendan a ella de todo control parlamentario, 
porque el Director de esta Oficina no tiene responsabilidad política y por ello no puede ser responsabilizado 
por el Parlamento ni interpelado. Por eso, precisamente, todos los cometidos de administración activa deben 
estar a cargo de Ministerios y no de una Oficina que no tiene responsabilidad política ni control 
parlamentario. Reconozco que esto es frecuente y que existen infinidad de leyes que atribuyen a la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto cometidos de este tipo, pero esas leyes son inconstitucionales; esto es de una 
gravedad inusitada porque rompe el equilibrio entre los Poderes, y tenemos una dependencia de la 
Presidencia de la República que no puede ser controlada por el Parlamento. Insisto en que esto es 
institucionalmente grave, y por ello hago este cuestionamiento. 


El artículo 13 establece: "Créase la Unidad de Proyectos de Participación Público-Privada, la que funcionará 
en la órbita del Ministerio de Economía y Finanzas". En mi comparecencia anterior me permití señalar que 
"en la órbita", jurídicamente, no quiere decir nada. Esta expresión aparece con mucha frecuencia en las leyes 
y es una comodidad de redacción que se toman quienes redactan leyes, pero es un giro que no quiere decir 
nada. Si esta Unidad integrará el Ministerio, lo que hay que decir es que se crea en el Ministerio y no que 
funcionará en su órbita. Además, me parece que esta creación es totalmente insuficiente, porque no se dice 
nada en cuanto a cómo se integrará esa Unidad y, lo que es más grave, no se aclara cuáles serán sus 
potestades. Por lo tanto, no se sabe si será una oficina de asesoramiento o si será una Unidad de mero 
registro. Si bien en algún otro lugar se vuelve a mencionar y se le otorgan otros cometidos, no se define 
cuáles serán sus poderes. ¿Puede dictar acto? ¿Puede dictar reglamentos? ¿Se tiene que limitar a asesorar al 
Ministerio? No se sabe. 


SEÑOR ABDALA.- Sobre este aspecto nosotros ya hicimos algún comentario en alguna conversación 
informal; no consta en ninguna versión taquigráfica pero hay testigos más que suficientes de que 
planteamos alguna objeción en esa dirección. 


Nuestra preocupación ahora queremos que conste en la versión taquigráfica tiene que ver con la circunstancia 
de que esta creación, en los términos en los que está prevista esto lo queremos trasladar como una consulta al 
doctor Cajarville, podría generar dificultades desde el punto de vista del funcionamiento administrativo, ya 
que no está demasiado claro qué naturaleza jurídica tendrá esta Unidad, cuál será la naturaleza de los actos 
que dicta, y si los mismos serán recurribles o no. Y entendiendo o suponiendo que el propósito del Poder 
Ejecutivo esto viene en la versión original del proyecto del Poder Ejecutivo es generar un ámbito que 
específicamente se especialice en todo lo que tiene que ver con la administración de las unidades público- 
privadas, quisiera saber si este objetivo puede lograrse por la vía administrativa, sin necesidad, 
específicamente, de darle rango legal a la creación de esta Unidad. En la medida en que se trata de una 
competencia del Ministerio de Economía y Finanzas, quisiera saber si bastaría con que esa Cartera a los 
efectos de ordenar el cumplimiento de sus cometidos, con el dictado de una resolución, encomendara esa 
tarea a determinados funcionarios o creara un ámbito dentro del Inciso, titulado igual, para llevarla a cabo. 


SEÑOR CAJARVILLE.- En la redacción anterior había un segundo inciso que decía: "El Poder 
Ejecutivo establecerá la forma de integración y los cometidos específicos". 


SEÑOR ASTI.- Ese inciso sigue formando parte de ese artículo. 


SEÑOR CAJARVILLE.- Esa fue una de mis dudas, si como no figuraba en la columna quería decir 
que se mantenía o no. Ahora entiendo que al no figurar aquí quiere decir que el inciso permanece. Esto 
aclara un poco la cosa, pero no demasiado, porque el Poder Ejecutivo, si se atiene a sus potestades 
reglamentarias, es muy poco lo que puede establecer. Tal como señalé en mi comparecencia anterior, no 
se prevé ningún cargo para esta Unidad, de manera que el Poder Ejecutivo debería integrarla con los 
titulares de cargos ya existentes; tendría que decir, por ejemplo, "Lo integrará el Director de tal cosa, o 
el asesor de tal otra". Por lo tanto, como no se crean nuevos cargos, no podríamos hablar de 
funcionarios que estuvieran exclusivamente en esta Unidad. Por supuesto, podrá establecer cuándo y 
cómo se reunirá, pero muy poco más que eso, muy poco más que su funcionamiento material, ya que 
no puede agregarle cometidos ni conferirle poderes, salvo que se los delegue. Si esa fuera la intención, 
el Poder Ejecutivo podría tomar un grupo de funcionarios del Ministerio y decir: "Esta Unidad se 
integrará con tales y cuales funcionarios o con los titulares de los cargos tales o cuales" y delegarles 
alguna de sus potestades. El señor Ministro también podría delegar alguna de sus potestades a ese 
grupo, pero esa Unidad siempre actuaría por delegación ya no se le podría atribuir potestades propias. 
Ese es el margen que tendría el Poder Ejecutivo para hacer funcionar esta Unidad con los elementos 
que le da esta iniciativa. Quizás esa pueda ser una solución o lo que se quiere políticamente; como dije, 
así podría funcionar. 


El artículo 18 es aquel que cuestioné tan duramente por las atribuciones que se le conferían a la OPP y que 
fue corregido adecuadamente, de manera que no tengo nada que observar. 


El artículo 20 refiere al procedimiento competitivo y, en mi opinión, ha sido modificado satisfactoriamente, 
de manera que no tengo observaciones que formular. 


En cuanto al artículo 23 tengo que reiterar una observación que formulé y que es importante, porque puede 
tener consecuencias que compliquen mucho el funcionamiento. Este artículo refiere a la adjudicación 
provisional, y en mi anterior participación expliqué me permito insistir en ello, abusando de la paciencia de 
los señores Representantes que eso, seguramente, fue tomado de alguna doctrina comparada, en donde sí 
existe, pero no así en el nuestro, tal como aquí está prevista. Inclusive, en este artículo se dice que se hará por 
resolución fundada, o sea que no cabe duda de que esta adjudicación provisional es un acto administrativo, y 
si es así puede ser recurrido administrativamente, lo cual introduce en este trámite todos los plazos del 
agotamiento de la vía administrativa. Pero, además, puede ser impugnada mediante acción de nulidad. 
Entonces, en medio del procedimiento de licitación tendríamos un acto administrativo que es impugnable 
ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Esto significa que en medio del procedimiento de 
adjudicación se puede introducir un juicio que, como todos sabemos, puede llevar dos o tres años. Por 
supuesto, no necesariamente eso va a tener efecto suspensivo, pero el Tribunal de lo Contencioso podría 
suspender el acto. Entonces, imaginen lo que significaría que este procedimiento se paralizara por dos o tres 
años, que es lo que demora una acción de nulidad, pero aunque no se paralizara y el procedimiento siguiera, 
consideren lo que significaría que luego el Tribunal de lo Contencioso Administrativo anulara una resolución 
que está en medio del procedimiento y que es una adjudicación provisional. 


Entonces, si se mantiene lo de la adjudicación provisional, las consecuencias que señalé son inevitables, 
teniendo en cuenta lo que establece nuestro Derecho. Como dije, seguramente la adjudicación provisional 
está tomado de otros Derechos en los que no se producen esas consecuencias y, posiblemente, no sean 
impugnables mediante recursos o jurisdiccionalmente. Pero en nuestro Derecho una adjudicación provisional 
o una resolución fundada o aunque no lo sea, sin duda, da lugar a todas estas consecuencias. Por eso señalé 
que es muy preferible adoptar la solución general que existe en nuestro Derecho, y es que la Comisión que 
informa sobre las ofertas hace un ranking, un ordenamiento, pero no hacer una adjudicación provisional; 
simplemente se pone de manifiesto para todos los participantes cuál es el informe de esa Comisión que ha 
asesorado, y estos pueden hacer todas las observaciones que quieran, sin dar lugar ni a recursos 
administrativos ni mucho menos a acción de nulidad. 


De manera que creo que es preferible mantener en este caso lo que es la solución en nuestro derecho positivo 
actual para toda licitación: que lo que ocurra sea que se pone de manifiesto para que cada uno haga las 
observaciones que quiera, y no que se dicte este acto administrativo que tantas consecuencias perjudiciales 
sin dudas va a tener. 


SEÑOR MUJICA.- La intención de esta adjudicación previa y luego una definitiva es darle 
intervención al Tribunal de Cuentas en el control previo a la adjudicación definitiva. Digamos que todo 
este procedimiento está pensado para eso: para permitir que el Tribunal tenga una intervención previa 
a la adjudicación. Me parece muy de recibo su inquietud, pero me quedo con la duda de cómo saldar el 
problema, porque la intención política que tuvimos, frente a planteos que nos parecieron muy 
razonables en cuanto a que el Tribunal no controlara después de la adjudicación y que tuviera la 
posibilidad de participar previamente, fue la de crear esta especie de dos escalones, que ahora nos 
generarían el problema que el invitado está planteando. 


Entonces, la pregunta que le traslado es cómo podríamos mantener una intervención previa del Tribunal en 
esta etapa, sin generar estos inconvenientes que nos está planteando. 


SEÑOR CAJARVILLE.- Creo que esa solución que se pretende de esta intervención previa del 
Tribunal de Cuentas es absolutamente posible y legítima. Inclusive, hay ordenanzas del Tribunal de 
Cuentas que imponen su participación previa a las decisiones de la Administración. En este momento, 
estoy recordando las concesiones. En este caso se puede perfectamente disponer por ley que se dará 
intervención al Tribunal de Cuentas en esa oportunidad, una vez producido el informe del órgano que 
tiene que pronunciarse sobre las propuestas y estructurar un ranking, que se diga simplemente en la 
ley que se pondrá de manifiesto como estoy sugiriendo para que los interesados también puedan 
pronunciarse y que, además, se le someterá a la intervención del Tribunal de Cuentas. Se puede 
establecer directamente eso. De este modo, ni el manifiesto ni la intervención del Tribunal de Cuentas 
dan lugar a recursos administrativos ni a acción de nulidad ni nada de eso. Me parece muy atinada y 
conveniente la intervención del Tribunal de Cuentas en esa instancia, pero creo que se puede imponer 
estableciendo lisa y llanamente que se dará intervención al Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR ABDALA.- Voy a hacer una consulta colateral con relación a este artículo y a lo que venía 
planteando el doctor Cajarville, que tiene que ver, una vez más, con la participación de la Unidad de 
Proyectos de Participación Público-Privada. 


Mi pregunta es si en este caso específico podría llegar a sostenerse no lo estoy afirmando, estoy preguntando 
que la intervención de esta Unidad eventualmente puede rozar la autonomía de determinados organismos. 
Específicamente, pienso en los Gobiernos Departamentales o en los Entes Autónomos, que también tienen 
autonomía administrativa. Una cosa es la participación de la Unidad en la fase previa, por ejemplo, cuando 
eventualmente cumpla alguna tarea de asesoramiento, y otra es el cometido que se le asigna más adelante en 
el proyecto de ley, que tiene que ver con el contralor de la ejecución. Pero aquí estamos hablando de un 
informe referido específicamente al procedimiento competitivo y al trámite previo a la adjudicación, que 
puede ser paralelo, complementario o excluyente no sé cómo calificarlo de la participación de la Comisión 
Técnica. La Unidad de Proyectos de Participación Público-Privada es el Ministerio de Economía y Finanzas. 
En este caso repito lo que el proyecto pide es que se pronuncie sobre un procedimiento que llevó adelante 
una administración pública determinada que goza de determinadas autonomías acordadas por la Constitución 
y la ley. 


Repito: no estoy afirmando, pero la duda me surgió y por eso se la traslado. 


SEÑOR CAJARVILLE.- En cuanto a los Entes industriales y comerciales, creo que no hay ninguna 
dificultad, porque en la Constitución de 1967 se modificó lo establecido en la Constitución de 1952 que 
preveía la autonomía necesaria de estos Entes. La Constitución vigente establece que los entes 
industriales y comerciales así como los servicios descentralizados que ahora pueden ser industriales y 
comerciales tendrán el grado de descentralización que determinan esta Constitución y la ley. De 
manera que el grado de descentralización en la Constitución vigente lo determina la Constitución, pero 
también la ley. De manera que en ese aspecto no hay ningún inconveniente. La ley puede establecer 
procedimientos de control para los entes y servicios industriales y comerciales, añadiéndolos a los que 
la propia Constitución prevé, tal cual esta lo permite y tolera. 


Más difícil es siempre el tema de los Gobiernos Departamentales. Esto tiene mucho que ver con lo que decía 
antes: ¿qué es esta Unidad de Proyectos de Participación Público-Privada? ¿Qué es lo que va a hacer? Si va a 
dictar actos con eficacia jurídica, actos de autorización o de aprobación de cualquier tipo, o prohibiciones, 
creo que no podría ejercer potestades de ese tipo con respecto a Gobiernos Departamentales. No tengo dudas 
de que no podría actuar de esa manera con respecto a Gobiernos Departamentales. Ahora, si se trata 
simplemente de emitir una opinión o un asesoramiento no veo inconveniente en que así ocurra, en que una 
dependencia de la Administración Central o del Poder Ejecutivo emita una opinión con respecto a un trámite 
que está cumpliendo un Gobierno Departamental, siempre que no tenga más relevancia que la de una 
opinión. 


Esa es mi respuesta. 


SEÑOR ASTI.- Quiero hacer algunas aclaraciones. 


Hablamos de que podía eliminarse la adjudicación provisional que prevé este artículo, y de que el Tribunal de 
Cuentas podría partir del ordenamiento decreciente que realizó la Comisión Técnica de la Administración 
Pública que va a realizar el contrato. Con ese ordenamiento no hay una definición de la autoridad central de 
la Administración Pública que vaya a contratar definiéndose por uno de los oferentes. Hay un ordenamiento. 
Podrá elegir al primero o no, de acuerdo a las potestades que tiene y que están establecidas en el TOCAF y en 
la legislación. Por lo tanto, no veo cómo continuar si todavía no hay una definición de la autoridad 
competente, que es la Administración Pública contratante. 


Con respecto al informe que realiza la Unidad de Proyectos de Participación Público Privado, recordemos 
que en la anterior redacción, la que vino originalmente del Poder Ejecutivo, se decía "previa conformidad" y 
que luego se cambió por la expresión "previo informe". Obviamente, esto fue para tratar de respetar las 
autonomías que la Constitución consagra, tanto para los Gobiernos Departamentales como para algunos 
Entes públicos. De cualquier forma, nosotros insistimos mucho fundamentalmente en el caso de los 
Gobiernos Departamentales en que la autonomía departamental, que tan celosamente todos debemos 


custodiar, tiene la limitación de que esta es una ley autocontenida y que se regulan todos los aspectos para 
poder continuar por este proceso de contratación, quedando vigentes todos los demás procesos que 
obviamente tienen los Gobiernos Departamentales y otras Administraciones. En algún artículo se dice 
expresamente que si los Gobiernos Departamentales quieren continuar con este proceso deberán aceptar de 
alguna manera todos los pasos que este prevé. De lo contrario, están todos los demás mecanismos hoy 
vigentes. 


Por eso, esa doble connotación de las autonomías que tienen constitucionalmente algunos órganos la de los 
Gobiernos Departamentales quizá sea la mayor de todas tiene que ser de alguna manera vista a la luz de una 
ley que tiene un objetivo específico, que los Gobiernos Departamentales pueden aceptar o no. Al aceptarla, 
dentro de su autonomía, tienen que aceptar totalmente el mecanismo, teniendo en cuenta además que hay un 
informe previo, que, inclusive, podrán desconocer, y se tendrán que atener a las consecuencias políticas que 
pueda tener el hecho de desconocer un informe contrario, como pasa generalmente cuando se cuestiona por la 
vía administrativa o por el propio Tribunal de Cuentas el no haber aceptado una recomendación de una 
Unidad Especializada, pero quedarán librados a no aceptarlo. Precisamente, cambiamos lo de "previa 
conformidad" para evitar esto. 


SEÑOR CAJARVILE.- Volviendo al tema de la intervención del Tribunal de Cuentas que el señor 
Diputado Asti trajo nuevamente a colación, es verdad, sí, que cuando existe un informe de la Comisión 
Asesora, en todos los procedimientos de licitación y también en este, no hay todavía un 
pronunciamiento de la autoridad que tiene la potestad de adjudicación. Precisamente porque no hay 
ese pronunciamiento es que no hay posibilidad de recurso ni de acción de nulidad. Si existe ese 
pronunciamiento, entonces, necesariamente se abre la posibilidad de los recursos y de la acción de 
nulidad. Es decir: si hay un pronunciamiento de la autoridad de adjudicación es inevitable que se 
abran las vías de los recursos y de la acción de nulidad. 


Por otra parte, esto de que el Tribunal de Cuentas opine sobre informes ocurre en todos los casos en que está 
previsto, como ya digo, por ordenanza del propio Tribunal de Cuentas o, a veces, por sometimiento 
espontáneo de la Administración. Ocurre en todo los casos en que el Tribunal de Cuentas se pronuncia 
previamente a la adjudicación o a la celebración del contrato. Esto es lo que sucede normalmente en el 
funcionamiento de los procedimientos de contratación. 


SEÑOR ASTI.- Voy a poner un ejemplo que, obviamente, puede resultar polémico. En algún momento 
se le pidió la opinión al Tribunal de Cuentas, cuando había un informe pero no una resolución estoy 
hablando del caso del Casino Hotel Carrasco, y este se negó a darla hasta que no estuviera la 
resolución fundada de la Unidad Ejecutora. 


SEÑOR CAJARVILLE.- En fin, no sé, habría que ver ese aspecto en detalles. Pero si la memoria no 
me engaña, hoy por hoy existe una ordenanza del propio Tribunal de Cuentas que dice que 
previamente a la decisión de adjudicaciones | 


hay que someterlo a informe del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Me gustaría saber si es posible que no se considere como acto administrativo 
firme hasta que no esté consolidado el proceso. Es decir, si la Administración hace la adjudicación 
provisional y remite al Tribunal de Cuentas, estando ya comprendido en la ley que este deberá 
expedirse dentro de cierto plazo porque de lo contrario queda consolidado el hecho administrativo, eso, 
de por sí, ¿ya no es un elemento que demuestra que no hay un acto administrativo consolidado que se 
pueda impugnar? 


SEÑOR CAJARVILLE.- Sí, precisamente, quería considerar el artículo 24, que se refiere al acto 
administrativo firme. Pero creo que me quedó en el tintero otra consideración del señor Diputado Asti. 
Él decía que este es un régimen global llamémosle así, que los Gobiernos Departamentales pueden 
aceptar o no. 


Yo creo que más allá de que esta sea una forma de contratar que los Gobiernos Departamentales pueden usar 
o no según su opción, en primer lugar, la propia ley no puede contener soluciones que sean violatorias de la 
Constitución. Con esto no estoy diciendo necesariamente ya expresé que no lo entiendo así que este informe 
de la Unidad de proyectos sea violatoria de la Constitución. Por el contrario, dije que, en mi opinión, en 
cuanto sea un mero dictamen no lo entiendo violatorio de la Constitución. Pero me refiero a la consideración 
del señor Diputado Asti en abstracto. Me parece que aunque la ley sea de utilización optativa por los 
Gobiernos Departamentales, en sí misma, como ley, no puede contener soluciones que sean contrarias a la 
Constitución, ni en el aspecto de la autonomía departamental ni en ningún otro aspecto. Eso en primer lugar. 


En segundo término, el régimen de las autonomías departamentales no es renunciable por los propios 
Gobiernos. De manera que no sería válido decir que el Gobierno Departamental acepta una restricción de su 
autonomía si quiere aceptarla y si no la acepta, no la utiliza. No; el Gobierno Departamental no puede aceptar 
una solución que restrinja su autonomía constitucional, porque no puede aceptar una violación de la 
Constitución. Ese era el comentario que quería agregar, sin intención de entrar en polémica con el señor 
Diputado Asti. 


SEÑOR ASTI.- Creo que es importante esta discusión, porque seguramente, luego, evitará otro tipo de 
discusiones, ya sea en el plenario o en otras instancias parlamentarias. 


Hoy hacíamos referencia al artículo 18, que establece: "Los Gobiernos Departamentales que opten por la 
celebración de Contratos de Participación Público-Privada, deberán ajustarse al procedimiento regulado en la 
presente ley". Precisamente, no considero que haya un renunciamiento, en este caso, a la autonomía 
departamental, por el hecho de que la ley pueda poner condiciones. Lo hace, en general, en todos los 
Presupuestos nacionales cuando se determina qué porcentaje de participación de acuerdo a lo establecido en 
la Constitución de la República le corresponde a los Gobiernos Departamentales. En esa instancia, a veces el 
Parlamento le establece exigencias a los Gobiernos Departamentales para poder recibir ese porcentaje que la 
Constitución de la República determina. Por ejemplo, en este último Presupuesto se estableció la exigencia 
de que los Gobiernos Departamentales estén al día con ciertas obligaciones con Entes Autónomos y demás. 
Si están al día, podrán recibir ese porcentaje, y de lo contrario, según lo establecido en el último Presupuesto, 
recibirán un porcentaje menor. Podríamos decir que hay una calificación: a los que se portan bien se les da el 
porcentaje máximo y a los que no, el mínimo. No creo que allí ningún Gobierno departamental haya 
interpuesto alguna instancia de lesión de autonomía ante la Suprema Corte de Justicia, porque estas son las 
reglas de juego. En este caso, nosotros creemos que para utilizar este mecanismo debe usarse en todo, en lo 
que les sirve y en lo que los limita. 


Esa era la precisión que quería hacer para que conste en actas por qué nosotros entendemos que no hay 
ninguna lesión de la autonomía departamental en la redacción del artículo 18 y los que siguen, relativos a los 
procesos de adjudicación y de contralor posterior a la adjudicación del contrato. 


SEÑOR CAJARVILLE.- En esta última intervención aclaré que no estaba afirmando que en la ley 
hubiera soluciones inconstitucionales con respecto a los Gobiernos departamentales. Mi comentario fue 
más en abstracto: que un Gobierno Departamental no podría aceptar una condición que fuera 
violatoria de la Constitución de la República o de su autonomía constitucional, por más que lo hiciera 
voluntariamente. A eso me refería. Y también aclaré que con esto no estaba diciendo que aquí hubiera 
soluciones inconstitucionales. En este aspecto, entonces, también estamos de acuerdo. 


SEÑOR MUJICA.- A esta altura de la discusión, simplemente quiero dejar en claro que cuando 
trabajamos en el articulado asumimos que para que el instrumento que estamos creando fuera 
utilizable por parte de las Intendencias podíamos entrar en ciertas complejidades por el tema de las 
autonomías. Pero asumimos todas esas dificultades para permitir que utilizaran esta herramienta. 
Porque una solución simple era excluir a las Intendencias de la utilización del instrumento y así nos 
evitábamos toda colisión con sus autonomías. En realidad, lo digo ahora para que conste en actas: el 
legislador intentó crear un instrumento que también le fuera útil a las Intendencias, pero como 
cualquiera que lea el proyecto de ley se va a dar cuenta, hay topes presupuestales, límites con respecto 
a la ejecución y controles, y no podemos elaborar una ley de participación público privada para las 
Intendencias y otra para el resto del Estado. Por lo tanto, en todo caso, debe quedar claro que tomamos 
ciertas complejidades a los efectos de hacerle llegar el instrumento también a las Intendencias. Reitero: 


la solución simple sería excluir a las Intendencias directamente del instrumento y, entonces, no 
existirían choques ni problemas. 


Son de recibo y útiles todas las observaciones que hace el doctor Cajarville, pero nosotros intentábamos que 
la utilización estuviera regida por los mismos criterios con que los va a usar el resto de la Administración y 
que no se violentara la autonomía. ¿Cómo lo pudimos resolver? Bueno, de la forma que intentamos plantear. 
Esa es la idea: un equilibrio entre respetar las autonomías, pero, a su vez, permitirles utilizar un instrumento 
que necesariamente requiere controles. Este es un poco el problema que debió enfrentar el legislador. 


SEÑOR CAJARVILLE.- De acuerdo. Quiero reiterar lo que ya dije: no estoy afirmando que en este 
proyecto de ley, tal como hoy está redactado, existan lesiones a la autonomía departamental. Sí existían 
y lo señalé en mi anterior intervención en cuanto se requería lo que podía interpretarse como una 
autorización del Ministerio. Eso era nítidamente violatorio de la autonomía departamental. Pero eso 
desapareció y, por esa razón, manifesté que había sido enmendado según mi opinión de manera 
satisfactoria y adecuada a la Constitución. De modo que mis comentarios no deben interpretarse lo 
reitero como una afirmación de que aquí hay soluciones violatorias a la Constitución. Las había en el 
proyecto anterior y, según mi opinión, han desaparecido en este, con la salvedad que acabo de formular 
en el sentido de cuáles son las potestades que se entienden conferidas a esa Unidad. Acabo de decir que 
si lo que esa Unidad hace es un informe me parece que no hay ninguna lesión a la autonomía 
departamental. Sí la habría de tener otra trascendencia; por ejemplo, si ese informe fuera obstativo a 
que la Intendencia o el Gobierno Departamental siguiera con un procedimiento. 


En cuanto al inciso final del artículo 18, me parece que tampoco requiere ninguna objeción, porque dice: 
"Los Gobiernos Departamentales que opten por la celebración de Contratos de Participación Público-Privada, 
deberán ajustarse al procedimiento regulado en la presente ley". Eso no es violatorio de la autonomía 
departamental, porque establecer procedimientos administrativos es propio de la ley. La ley de contratación 
del Estado, el famoso TOCAF, se aplica a los Gobiernos Departamentales, y nunca a nadie se le ha ocurrido 
que eso sea violatorio de la autonomía departamental. Ahí se establece todo el procedimiento de las 
licitaciones con carácter general, y eso lo tienen que cumplir también los Gobiernos Departamentales. 


En cuanto al artículo 24, le decía al señor Diputado Pardiñas que al considerarlo me iba a referir 
precisamente a lo que él planteaba. Aquí se mantiene la redacción anterior. Es decir: es una observación que 
ya formulé y que me permito aburrirlos con su reiteración. Esto viene en el proyecto de ley original, y se 
dice: "En caso que se hubieran interpuesto recursos administrativos contra el acto de adjudicación definitiva, 
el contrato deberá formalizarse por escrito en el plazo de 30 días hábiles contados a partir del que el acto 
quede firme, (...)". Acto firme significa acto que ya no puede ser impugnado. De manera que un acto queda 
firme si pasan los diez días y nadie lo recurre; el día once ya no se puede recurrir: ahí el acto quedó firme. Si 
se recurre, se tramita el agotamiento de la vía administrativa, se llega al acto definitivo cuando se resuelven 
expresa o fictamente todos los recursos, pero ese acto definitivo no es firme mientras no pasan los sesenta 
días en los cuales se puede impugnar ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, porque durante esos 
sesenta días puede ser impugnado, y acabamos de decir que acto firme es el que no puede ser impugnado. Si 
dentro de los sesenta días se promueve la acción de nulidad, el acto no es firme hasta que se dicta la sentencia 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Recién cuando este desecha la acción de nulidad como suele 
decirse: cuando el Tribunal confirma el acto, en ese momento, el acto es firme. 


Aquí se dice: "[...] el contrato deberá formalizarse por escrito en el plazo de 30 días hábiles contados a partir 
de que el acto quede firme [...]". Estamos hablando de un acto que ha sido recurrido; de manera que, si ha 
sido recurrido, después podrá interponerse la acción de nulidad y recién va a quedar firme cuando tercedicte 
la sentencia en la acción de nulidad. Estamos hablando de tres años después y, recién entonces, de acuerdo a 
esto, se podría firmar el contrato. Lo que hay que decir aquí no es que el acto quede firme, sino que el acto 
sea definitivo. ¿Cuándo el acto es definitivo? Cuando no fue recurrido en los diez días o, habiendo sido 
recurrido, cuando se resuelven todos los recursos. Cuando se resuelven todos los recursos, el acto es 
definitivo. Entonces, aquí lo que habría que decir es que el contrato se firmará "30 días hábiles contados a 
partir de que el acto sea definitivo". Cuando la Administración se pronunció, desechó todos los recursos, a 
partir de ese momento se puede firmar el contrato, aunque el acto pueda ser impugnado ante el Tribunal y 
aunque dentro de dos o tres años se dicte la resolución definitiva del Tribunal. Ese es un riesgo que se corre 
en nuestro régimen, que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo anule un acto de la Administración que 


ya se está cumpliendo, que consistía en ejecutar un contrato, tres años después. Sin embargo, no podemos 
establecer que el contrato se pueda firmar recién tres años después. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es el ejemplo de AFE. 


SEÑOR CAJARVILLE.- Efectivamente. En estos días se anuló la autorización de una gran superficie, 
que está funcionando hace tres o cuatro años. 


Este es un riesgo que se corre en nuestro régimen, pero no podemos postergar toda la actuación de la 
Administración, toda la celebración de contratos, toda la ejecución de la participación público-privada hasta 
que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo termine de juzgar sobre la legalidad de ese acto. 


Entonces, reitero, que el artículo 24 debería decir: "a partir de que el acto sea definitivo" y no "que quede 
firme". 


Asimismo, en el inciso tercero del artículo 24 hay otro error, que señalé en la oportunidad anterior, porque 
dice: "Cuando por causas imputables al contratante no se hubiese formalizado el contrato dentro del plazo 
indicado, la Administración Pública contratante podrá disponer la resolución del mismo (...)". El contrato no 
se ha celebrado; precisamente, ese es el inconveniente, que no se haya celebrado. Entonces, lo que tiene que 
hacer la Administración no es resolver el contrato, porque el contrato no existe, sino revocar el acto de 
adjudicación. 


Por su parte, el literal b) del artículo 37 se refiere a los beneficios que se adjudican al proponente de una 
iniciativa privada, y se establece también existe en el régimen vigente que uno de ellos es: "Obtener una 
ventaja de hasta el 10% (diez por ciento) en la valoración que se realice de su oferta respecto de la mejor 
oferta que resulte del procedimiento del diálogo competitivo". En la oportunidad anterior señalé que del 
procedimiento de diálogo competitivo no resultan ofertas, sino la confección del pliego de condiciones. 
Precisamente, a partir de la aprobación del pliego de condiciones se recibirán las ofertas. Entonces, también 
habría que corregir este aspecto. 


Los artículos 48, "Modificaciones del contrato", 49, "Mantenimiento de las condiciones contractuales", 50, 
"Renegociación de los contratos", 52, "Extinción de los contratos", y 55, "Solución de controversias", 
prácticamente se mantuvieron sin cambios, y simplemente se ha enmendado algún detalle. Es decir, 
mantengo todas las objeciones que hice en mi primera comparecencia. Son objeciones graves, porque si se 
aprueban estas normas con este texto se suscitarán muchas dificultades de interpretación. Todas mis 
objeciones están recogidas en la versión taquigráfica de mi anterior comparecencia en la Comisión. 


No sé si aburrir a la Comisión repitiendo lo mismo o simplemente decir que mantengo las observaciones que 
formulé en su momento, que me parece crucial atender, porque tal como están proyectadas las normas 
suscitarán litigios importantes. 


En cuanto a los artículos 58 y 59, correspondiente al Capítulo de garantías, no tengo objeciones sustanciales 
para formular, pero sí a su redacción. Con el debido respeto a sus redactores, creo que la redacción de los 
artículos 58 y 59 es muy cuestionable, muy deficiente, un buen borrador para redactar las normas. 


El artículo 59 derogaba con carácter general el régimen de iniciativa privada, y yo observé oportunamente 
que eso sería dejar sin régimen de iniciativa privada a todos los otros contratos, distintos a este. Mi 
observación fue atendida y con la nueva redacción este aspecto fue remediado. Por lo tanto, no tengo más que 
hacer constar mi acuerdo con esta redacción. 


Por mi parte, no tengo más que decir y quedo a disposición de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia y el asesoramiento del doctor Juan Pablo 
Cajarville. 


(Se retira de Sala el doctor Juan Pablo Cajarville) 


——— En el día de mañana la Comisión recibirá a la hora 10 al Presidente del Tribunal de Cuentas y después, 
como fue informado oportunamente, el Partido Nacional solicitará un intermedio, antes de empezar a votar, 
para reunirse en la agrupación parlamentaria y considerar este proyecto. A su vez, el Frente Amplio me ha 
expresado su interés de que este proyecto se vote esta semana en Comisión. 


Por lo tanto, si no hay objeciones, mañana a la hora 10 recibimos al Presidente del Tribunal de Cuentas, 
contador Rippe, pasamos a intermedio hasta la hora 14 para empezar a discutir el proyecto. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


